SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 114
RADICACIÓN: 6668231040012019000189 01
ACCIONANTE: LEIDY JHOANNA SALCEDO MA.
CONFIRMA NEGACIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / REQUISITOS PARA SU RECONOCIMIENTO / ES INDISPENSABLE QUE EL INTERESADO HAYA EFECTUADO PREVIAMENTE LA SOLICITUD A LA UARIV.
En este caso, la señora Salcedo Martínez concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que la UARIV proceda con el pago de una indemnización por los hechos victimizantes que ya fueron reconocidos por la Unidad de Víctimas.

Luego del traslado de la acción de tutela la entidad informó que no existe ninguna solicitud de indemnización por parte de la víctima, y con base en esa información la jueza de primera instancia decidió negar el amparo de los derechos fundamentales, y señaló que es necesario que la señora Leidy Salcedo acuda primero a la UARIV con el fin de que la entidad se pronuncie.
Si bien el profesional del derecho que representa los intereses de la señora LEIDY SALCEDO manifiesta que durante los diez años que han transcurrido desde los hechos victimizantes su poderdante ha realizado las peticiones de indemnización de manera verbal a la UARIV, se aprecia que solo hasta julio 05 de 2019 fue reconocida la accionante y su núcleo familiar como víctimas por los hechos ocurridos en octubre 10 de 2018. 

Revisada la Resolución 2019-31581R de julio 05 de 2019 –que reconoció la condición de víctima-, se desprende que el trámite ante la UARIV se inició desde abril 13 de 2018; sin embargo, no existen elementos más allá de ese acto administrativo que permita concluir que efectivamente la accionante ha acudido en múltiples oportunidades a la UARIV a reclamar la indemnización, cuando en realidad solo hasta el año 2019 se le reconoció como víctima del conflicto armado.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiuno (21) de octubre de dos mil diecinueve (2019)
                                                                  Acta de Aprobación N° 943
                                                   Hora: 1:10 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la señora LEIDY JHOANA SALCEDO MARTÍNEZ, frente al fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con ocasión de la acción de tutela impetrada contra la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-.

2.- DEMANDA 


De lo consignado en el escrito de tutela por el apoderado de la accionante se extracta lo siguiente: (i) la señora LEIDY SALCEDO resultó beneficiada con la reparación integral por parte de la UARIV, desde junio 05 de 2009, como integrante del grupo familiar de su señora madre MARTHA ELENA MARTÍNEZ VALENCIA -fallecida-; (ii) igual beneficio recibió por el desplazamiento que sufrió desde el municipio de Buenaventura en noviembre 08 de 2008; (iii) en agosto 16 de 2016, la Directora Técnica de Reparación de Víctimas del Conflicto Armado le notificó que había lugar al reconocimiento de la indemnización por vía administrativa por el valor de 40 smlmv; (iv) en junio 12 de 2019 la UARIV reitera la condición de víctima de la señora LEIDY SALCEDO y su núcleo familiar, pero no hace pronunciamiento alguno respecto al pago de las indemnizaciones; y (v) la accionante ha sido víctima en más de dos oportunidades del conflicto armado interno, pero la Unidad de Víctimas no reconoce la indemnización que ordena la ley, y desconoce su condición de madre cabeza de familia.
Por lo anterior considera vulnerados sus derechos fundamentales, y solicita que se haga entrega dentro del menor tiempo posible de la indemnización a que tiene derecho por los hechos victimizantes como fueron los homicidios de sus padres, y el desplazamiento que sufrió de la finca de su propiedad.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1- La demanda inicialmente correspondió por reparto al Jugado Primero Administrativo de Pereira (Rda.), sin embargo, dicho despacho remitió la acción de tutela por competencia territorial a los Juzgado del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.). El juzgado Penal del Circuito de dicha municipalidad admitió la demanda y corrió traslado de la misma a la UARIV, entidad que se pronunció en los siguientes términos:
El Jefe de Oficina de Asesora Jurídica de la UARIV solicitó se declare improcedente la acción de tutela, y argumentó que para efectuar los trámites tendientes a la entrega de atención humanitaria debe mediar solicitud por parte de la víctima, situación que no se verifica en este asunto, toda vez que no hay solicitud al respecto.
La accionante reclama la protección de un derecho por vía de tutela sin haber brindado la oportunidad a la entidad de pronunciarse sobre el trámite. Empero, de accederse a la pretensión de la señora LEIDY SALCEDO se configuraría una vulneración del derecho a la igualdad de que gozan todas las personas víctimas del conflicto que pretenden acceder a los beneficios contemplados en la ley, y que con antelación ya hicieron sus solicitudes.

Asegura por tanto que no se ha vulnerado ningún derecho fundamental a la demandante, máxime cuando no existe prueba acerca de la excepción a la regla procedimental de la acción de tutela, es decir, que se configure un perjuicio irremediable.
3.2- Culminado el término constitucional la titular del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) negó la pretensión de la accionante por considerar que la indemnización que se solicita por intermedio de la acción de tutela no se ha solicitado directamente a la entidad, y tan solo se observa que radicó una solicitud mediante la cual la AURIV reitera su condición de víctima, y la de su núcleo familiar.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno el apoderado judicial de la accionante impugnó la decisión y señaló que la juez de conocimiento no tuvo en consideración que los hechos victimizantes datan de hace diez años, y a pesar de ello la UARIV no le ha entregado a la señora LEIDY SALCEDO la indemnización a que tiene derecho por el desplazamiento forzado que sufrió, pero además por el homicidio de sus progenitores. De acuerdo con lo establecido por el artículo 3 de la ley 1448/11, dicha familiar se debe considerar víctima del conflicto armado.
La juez de tutela desconoce el estado de indefensión de la accionante, y la UARIV demuestra su inoperancia para entregar la indemnización; incluso, la decisión de la entidad debió estar debidamente fundamentada, pero ello no sucedió. 

Además, se debe tener en cuenta que durante los diez años que han transcurrido desde el primer hecho victimizante, las solicitudes de indemnización las ha realizado la señora LEIDY SALCEDO de manera verbal.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Debe determinar la Sala el grado de acierto o desacierto de la decisión de primera instancia, en cuanto negó el amparo de los derechos fundamentales que reclamaba la accionante.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso, la señora SALCEDO MARTÍNEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que la UARIV proceda con el pago de una indemnización por los hechos victimizantes que ya fueron reconocidos por la Unidad de Víctimas.

Luego del traslado de la acción de tutela la entidad informó que no existe ninguna solicitud de indemnización por parte de la víctima, y con base en esa información la jueza de primera instancia decidió negar el amparo de los derechos fundamentales, y señaló que es necesario que la señora LEIDY SALCEDO acuda primero a la UARIV con el fin de que la entidad se pronuncie.

Ante lo decidido por el a quo, el apoderado judicial de la accionante impugnó y argumentó que se debe tener especial consideración en este asunto, como quiera que se trata de una víctima del conflicto armado. Advirtió que la entidad se niega a pagar la indemnización, pese a que han transcurrido diez años, y aclaró que la señora LEIDY SALCEDO siempre ha realizado sus peticiones de manera verbal.

De acuerdo con lo anterior, el Tribunal dirá que en realidad no existe afectación de ningún derecho fundamental, por las razones que a continuación se exponen:

Si bien el profesional del derecho que representa los intereses de la señora LEIDY SALCEDO manifiesta que durante los diez años que han transcurrido desde los hechos victimizantes su poderdante ha realizado las peticiones de indemnización de manera verbal a la UARIV, se aprecia que solo hasta julio 05 de 2019 fue reconocida la accionante y su núcleo familiar como víctimas por los hechos ocurridos en octubre 10 de 2018. 

Revisada la Resolución 2019-31581R de julio 05 de 2019 –que reconoció la condición de víctima-, se desprende que el trámite ante la UARIV se inició desde abril 13 de 2018; sin embargo, no existen elementos más allá de ese acto administrativo que permita concluir que efectivamente la accionante ha acudido en múltiples oportunidades a la UARIV a reclamar la indemnización, cuando en realidad solo hasta el año 2019 se le reconoció como víctima del conflicto armado. Por tanto, lo que le corresponde ahora a la señora LEIDY SALCEDO es solicitar la indemnización con el fin de que la Unidad de Víctimas se pronuncie. 
Ahora, no se entiende por qué el apoderado de la accionante señala que su poderdante resultó beneficiada con la indemnización, cuando en realidad no existe un acto administrativo en ese sentido, y lo único que resolvió la entidad es reconocer la condición de víctima del conflicto armado, y se itera, el paso a seguir es solicitar el pago de la susodicha indemnización. 

En ese orden de ideas, se confirmará la providencia adoptada por la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.).

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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